Radicación: 660013187003-2019-00138-01

Titular: Iván Cabrera Arana 

Accionado: Colpensiones  

Decisión: Revoca y concede amparo


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DE INVALIDEZ / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA / SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN / NO ES ADMISIBLE QUE LA AFP EXIJA EL CUMPLIMIENTO DE FORMALIDADES INNECESARIAS.
… tanto el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, como los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo residual y subsidiario que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable. (…)
Frente a la acreditación del perjuicio irremediable, el Órgano de Cierre en materia Constitucional ha trazado las siguientes pautas a nivel jurisprudencial…:

“Sólo excepcionalmente esta Corte ha considerado que el juez de tutela pueda no exigir la demostración del perjuicio irremediable. Ello sucede cuando el tipo de reclamo que se formula permite razonablemente presumir que existe afectación gravosa de derechos fundamentales y, en esa medida, corresponde es a la entidad demandada desvirtuar la referida presunción. O cuando en general el perjuicio irremediable o la necesidad de la eficacia inmediata de la tutela, aparezcan justificadas por las circunstancias del caso, conforme a la aplicación de las reglas derivadas de la experiencia o de la evidente condición de debilidad del sujeto que reclama. Particularmente, los requisitos o condiciones para que se estructure tal perjuicio se hacen más flexibles cuando la acción es promovida por un sujeto de especial protección o que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, a saber, discapacitados, madres cabeza de familia o las personas de la tercera edad.” (…)
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, la Sala considera que en el sub examine está acreditada la procedencia de esta acción tutelar, dado que: i) el titular de los derechos que se reclaman es un sujeto de especial protección constitucional por padecer una condición de discapacidad física y mental; ii) lo que se pretende es obtener un pronunciamiento de fondo con respecto a un derecho de petición que se hiciera a Colpensiones, en el sentido de actualizar el dictamen de PCL sin que para ello se requiera la presencia del paciente, quien padece fobias sociales y se torna agresivo ante la presencia de personas extrañas; iii) El núcleo de lo pedido a Colpensiones radica en la necesidad de acceder al reconocimiento de una pensión para sufragar los gastos y necesidades básicas de una persona que se insiste, padece quebrantos de salud y una condición de discapacidad física y mental…
… para esta Corporación, no tiene razón de ser que se le exija a una persona, manifiestamente débil por demás, un sinnúmero de ritualidades y formalismos para demostrar su condición de invalidez, como ocurre en este caso, en el que está plenamente demostrado que Colpensiones valoró ya en una oportunidad a Iván Cabrera Arana, constando que padece enfermedades cognitivas, y que por experiencia se sabe, son definitivas y no tienen vocación de cambiar, como lo son el síndrome de down y el retardo mental grave; de igual manera, existe un pronunciamiento por parte de un Juez de la República mediante el cual se declaró formalmente que Él se encuentra en estado de “interdicción definitiva por discapacidad mental absoluta”, razón de peso para afirmar que la exigencia de Colpensiones de someter al titular de los derechos a una nueva valoración, pese a que Él padece fobias sociales (antropofobia y agorafobia) resulta a todas luces innecesario…
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	Accionante:   
	Carmelo Cabrera Arana, agente oficioso de Iván Cabrera Arana 

	Accionado:
	Colpensiones  

	Decisión: 
	Revoca y concede amparo 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del señor Carmelo Cabrera Arana, agente oficioso de IVÁN CABRERA ARANA, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medias de Seguridad de Pereira, mediante el cual negó la solicitud de amparo constitucional invocada por el recurrente en contra de COLPENSIONES.
ANTECEDENTES:

Los hechos narrados por el accionante, en síntesis, se contraen en afirmar que su progenitora falleció el 11 de julio de 2017, dejando a un hijo que padece discapacidad física (SINDROME DE DOWN, RETARDO MENTAL GRAVE, PSORIASIS, ANTROPOFOBIA, ARTRALGIA BILATERAL DE PREDOMINIO EN MIEMBROS INFERIORES, FOBIA SOCIAL… -AGORAFOBIA-), quien dependía económicamente de ella y aún depende totalmente de sus familiares para realizar actividades cotidianas.  

Refirió que Iván había sido valorado en el año 2016 por Colpensiones, entidad que le dictaminó una PCL del 60%, con fecha de estructuración desde su nacimiento; de igual manera, mediante sentencia del 2 de abril de 2019, el Juzgado Promiscuo de Familia de Roldanillo, Valle del Cauca, lo declaró en estado de interdicción definitiva.  

Con todos los requisitos de ley cumplidos, el accionante impetró una solicitud de reconocimiento de pensión de sobreviviente por invalidez en favor de su hermano, pero Colpensiones no le dio trámite a la misma, argumentando que el dictamen de invalidez se encontraba prescrito, de tal modo que el actor inició trámites para que se realizara una nueva calificación, pidiendo en todo caso que la misma se hiciera con la historia clínica con que cuenta, así como el contenido del dictamen ya emitido por esa entidad, dado que Iván se torna agresivo al salir de su casa. 

A la fecha de interposición de la presente acción, el accionante no había recibido respuesta a sus pedimentos.   
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

· Admisión: 

El Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira admitió la acción mediante auto del 13 de diciembre de 2019, y en él ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
· Pronunciamiento de la entidad accionada: 

Dentro del Término de traslado, Colpensiones presentó escrito mediante el cual informó que había procedido a asignarle una cita de valoración de pérdida de capacidad laboral a Iván Cabrera para el día 9 de enero de 2019 (Sic.)  
· Fallo de primera instancia: 
Finalmente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 26 de febrero de 2019, negar las pretensiones de la acción de tutela, al concluir que con la información aportada por Colpensiones, se podía inferir que el objeto de la acción había desaparecido. 
· Impugnación: 

Inconforme con lo decidido por el A Quo, el accionante presentó dentro del término legalmente previsto un escrito mediante el cual la impugnó. Refirió que su interés es que Colpensiones dé respuesta a su petición de emitir un dictamen de pérdida de capacidad laboral de Iván, basándose para ello en el dictamen anterior y en la historia clínica, dado que su hermano se torna muy agresivo cuando ve a personas extrañas debido a sus fobias. 
Refirió que Colpensiones le está imponiendo trabas que no está en el deber de soportar. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico:  

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si como lo afirmó el recurrente, el Juez A Quo se equivocó al considerar que en su caso había operado el fenómeno de la carencia de objeto; o si por el contrario, la conclusión de ese Despacho fue acertada.

· Solución: 

Para entrar a analizar el problema jurídico hay que tener en cuenta primero que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

En ese orden de ideas, se tiene que tanto el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, como los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo residual y subsidiario que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable. En relación con este tema, la Corte Constitucional ha sostenido lo siguiente: 

“… de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.”
 

Frente a la acreditación del perjuicio irremediable, el Órgano de Cierre en materia Constitucional ha trazado las siguientes pautas a nivel jurisprudencial, las cuales deben ser tenidas en cuenta por el Juez de tutela para poder determinar si efectivamente existe alguna circunstancia o condición especial que le habilite para intervenir en este expedito escenario, y tomar las decisiones que correspondan para conjurar el menoscabo en los derechos quebrantados:

“Sólo excepcionalmente esta Corte ha considerado que el juez de tutela pueda no exigir la demostración del perjuicio irremediable. Ello sucede cuando el tipo de reclamo que se formula permite razonablemente presumir que existe afectación gravosa de derechos fundamentales y, en esa medida, corresponde es a la entidad demandada desvirtuar la referida presunción. O cuando en general el perjuicio irremediable o la necesidad de la eficacia inmediata de la tutela, aparezcan justificadas por las circunstancias del caso, conforme a la aplicación de las reglas derivadas de la experiencia o de la evidente condición de debilidad del sujeto que reclama. Particularmente, los requisitos o condiciones para que se estructure tal perjuicio se hacen más flexibles cuando la acción es promovida por un sujeto de especial protección o que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, a saber, discapacitados, madres cabeza de familia o las personas de la tercera edad.”

Del caso concreto: 

Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, la Sala considera que en el sub examine está acreditada la procedencia de esta acción tutelar, dado que: i) el titular de los derechos que se reclaman es un sujeto de especial protección constitucional por padecer una condición de discapacidad física y mental; ii) lo que se pretende es obtener un pronunciamiento de fondo con respecto a un derecho de petición que se hiciera a Colpensiones, en el sentido de actualizar el dictamen de PCL sin que para ello se requiera la presencia del paciente, quien padece fobias sociales y se torna agresivo ante la presencia de personas extrañas; iii) El núcleo de lo pedido a Colpensiones radica en la necesidad de acceder al reconocimiento de una pensión para sufragar los gastos y necesidades básicas de una persona que se insiste, padece quebrantos de salud y una condición de discapacidad física y mental; aspectos que le permiten a este Juez de tutela ser un poco más laxo frente al análisis de procedencia de la acción de tutela, teniendo en consideración la indudable condición de debilidad manifiesta en que se encuentra el titular de los derechos que se reclaman. 
Estando claro lo anterior, debe la Sala decir que aunque por regla general, quien pretenda hacerse acreedor de un reconocimiento pensional por cualquiera de las contingencias previstas en el Sistema General de Seguridad Social, está sujeto a los requisitos administrativos y legales exigibles por las administradoras de pensiones previo a analizar los casos que son puestos en su consideración, ello no quiere decir que dichas entidades se encuentren facultadas para imponer trabas administrativas injustificadas a sus afiliados, cuando a grandes rasgos se logre evidenciar que aquellos cumplen con los requisitos mínimos para proceder con el estudio pensional solicitado.

Y es que para esta Corporación, no tiene razón de ser que se le exija a una persona, manifiestamente débil por demás, un sinnúmero de ritualidades y formalismos para demostrar su condición de invalidez, como ocurre en este caso, en el que está plenamente demostrado que Colpensiones valoró ya en una oportunidad a Iván Cabrera Arana, constando que padece enfermedades cognitivas, y que por experiencia se sabe, son definitivas y no tienen vocación de cambiar, como lo son el síndrome de down y el retardo mental grave; de igual manera, existe un pronunciamiento por parte de un Juez de la República mediante el cual se declaró formalmente que Él se encuentra en estado de “interdicción definitiva por discapacidad mental absoluta”, razón de peso para afirmar que la exigencia de Colpensiones de someter al titular de los derechos a una nueva valoración, pese a que Él padece fobias sociales (antropofobia y agorafobia) resulta a todas luces innecesario, pues la documentación presentada por el accionante es idónea para demostrar la condición de discapacidad de su hermano. Y en ese orden de ideas, no le es dable a la entidad demandada partir de la mala fe del solicitante ante un capricho infundado, para negarle el estudio de reconocimiento pensional de su representado. 

Como si no fuera suficiente lo anterior, resulta válido mencionar que la Corte Constitucional en sus decisiones se ha referido al régimen de libertad probatoria en materia pensional, argumentando que quien solicita una pensión no tiene por qué asumir una carga administrativa excesiva a fin de lograr que le sea reconocido su derecho:
“(…) esta Corporación ha establecido que los fondos de pensiones no pueden exigirle a los beneficiarios que pretenden el reconocimiento pensional, el cumplimento de formalidades no previstas legalmente, primero, porque el derecho a la pensión nace cuando se reúnen los requisitos dispuestos en el ordenamiento para considerar que una persona es beneficiaria, por lo que en un contexto de libertad probatoria, cualquier imposición adicional supone la creación de nuevos requisitos. Y segundo, porque dicha actuación puede derivar en situaciones desproporcionadas a la luz de la Constitución, en cuanto la negativa impone cargas excesivas a personas que dadas sus circunstancias de debilidad manifiesta, son sujetos de especial protección constitucional. En suma, la exigencia de requisitos y formalidades para acreditar el cumplimiento de los presupuestos para acceder a los beneficios pensionales, cuando los mismos no tienen un soporte previsto en el ordenamiento jurídico, conducen a una vulneración del derecho fundamental al debido proceso administrativo.

4.4. En materia pensional, el régimen de libertad probatorio es mucho más amplio, toda vez que mediante elementos idóneos, pertinentes, conducentes y legales se puede demostrar el cumplimiento de los requisitos normativos para tal fin. Por tanto, la imposición de formas no consagradas en las normas vigentes (i) implica una limitación a dicha facultad; (ii) crea requisitos extralegales bajo criterios e interpretaciones particulares de los fondos pensionales que dificultan el acceso a la prestación económica; (iii) va en contra del principio de legalidad al desplazar la voluntad del legislador e (iv) impide que los ciudadanos puedan ejercer la defensa de sus derechos adecuadamente.”

4.5. A propósito, en la sentencia T-471 de 2014 [41], la Sala Tercera de Revisión se pronunció sobre la materia, sostuvo:

“[C]uando se proceda al reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes, no es posible exigir más requisitos que aquellos previstos en la ley, así como tampoco puede reclamarse la entrega de documentos o elementos de prueba que no guarden una estrecha relación de necesidad (en términos de idoneidad y pertinencia) con la verificación de dichos requisitos. […] Por lo anterior, no cabe duda de que más allá de los documentos que el marco jurídico vigente permite solicitar para proceder al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes (sin que técnicamente exista tarifa legal), el resto de exigencias probatorias deben someterse al criterio de necesidad, conforme al cual tan sólo resultarán válidas aquellas que tengan la virtualidad de dar por demostrado alguno de los requisitos de los cuales depende la obtención del mencionado derecho prestacional”.

4.7. Lo anterior conlleva a afirmar que los fondos de pensiones, para efectos de estudiar las solicitudes pensionales de los ciudadanos, solo están facultados para requerir el cumplimiento de los presupuestos dispuestos en el ordenamiento jurídico, para lo cual se puede acudir a cualquier medio probatorio sin más límites que los que impone la normativa vigente. En este orden de ideas, los únicos documentos que se pueden exigir para reconocer la sustitución pensional son aquellos que resultan idóneos y pertinentes para acreditar los supuestos que dan lugar a su reconocimiento, sin más formalidades que hagan nugatorio el acceso a los derechos fundamentales.”. 

En ese mismo sentido, debemos poner de presente que el Órgano de Cierre en materia Constitucional se ha referido a la validez o a la vigencia de los dictámenes de invalidez expedidos por las autoridades competentes, aun cuando los mismos lleguen a ser considerablemente antiguos, siempre y cuando en ellos se haga referencia a patologías o enfermedades de carácter definitivo o permanente:   

“… la subsistencia de las condiciones de invalidez pueden determinarse según la patología de cada paciente, al ser esta de carácter permanente se puede inferir que las condiciones de invalidez permanecen con el paso del tiempo.  

5.4 Atendiendo las circunstancias fácticas descritas, es debido recalcar la importancia de las certificaciones para efectos de determinar la permanencia de las condiciones de invalidez de los beneficiarios. Esta Corporación señaló los alcances de los dictámenes proferidos por las Juntas de calificación de la Invalidez en la sentencia C-1002 de 2004 en la cual estableció:  

"´el fundamento jurídico autorizado, de carácter técnico científico, para proceder con el reconocimiento de las prestaciones sociales cuya base en derecho es la pérdida de la capacidad laboral de los usuarios del sistema de seguridad social. Como ya se dijo, el dictamen de las juntas es la pieza fundamental para proceder a la expedición del acto administrativo de reconocimiento o denegación de la pensión que se solicita. En este sentido, dichos dictámenes se convierten en documentos obligatorios para efectos del reconocimiento de las prestaciones a que se ha hecho alusión´. (…)
5.5 Se constituye entonces una violación del debido proceso en atención al principio de legalidad, cuando no se tienen en cuenta las certificaciones expedidas en su momento por el Instituto de Seguros Sociales. Tal y como lo señaló este Tribunal en sentencia T -433 de 2002.

"(...) el principio de legalidad circunscribe el ejercicio del poder público al ordenamiento jurídico que lo rige, "de manera que los actos de las autoridades, las decisiones que profieran y las gestiones que realicen, estén en todo momento subordinadas a lo preceptuado y regulado previamente en la Constitución y las leyes." La Corte ha sostenido que este principio puede concretarse en dos aspectos, a saber: que exista una ley previa que prevea la hipótesis o situación de que se trate, y que tal tipificación sea precisa en la determinación y consecuencia de dicha situación o conducta, aspectos que buscan limitar al máximo la facultad discrecional de la administración en ejercicio de sus prerrogativas"]... En consecuencia, la exigencia de requisitos adicionales no contemplados en la ley, so pretexto de aplicar una interpretación jurisprudencial de la norma, es violatoria del derecho al debido proceso de la demandante, por desconocimiento del principio de legalidad".
Producto de lo anterior, la interpretación de las normas por parte de las autoridades administrativas, debe atender estrictamente lo establecido por la Constitución y la ley, para de esta manera evitar la imposición de formalidades que coarten la obtención del derecho.

5.6 En definitiva, la importancia del reconocimiento de los derechos de las personas en condición de invalidez, deberá verse reflejada en todas y cada una de las actuaciones administrativas con el fin de evitar trámites innecesarios que compliquen aún más las condiciones de vida de estas personas, no por menos nuestra Constitución Política, los organismos internacionales y el ordenamiento jurídico interno han concentrado esfuerzos en proteger a los sujetos en condiciones de discapacidad para evitar que sus derechos se vean vulnerados de manera continua.”

Atendiendo lo visto en precedencia, encontramos que en el caso del señor Iván Cabrera la afectación de sus derechos fundamentales cobra mayor relevancia, en la medida en que se habla de una persona evidentemente vulnerable por encontrarse en condiciones de discapacidad. Advertidas entonces las especiales circunstancias del titular de los derechos reclamados, este Juez colegiado considera que es procedente acceder a los pedimentos de su representante en el escenario de la tutela. Acorde con lo cual, se deberá revocar la decisión de primer nivel. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el pasado 26 de diciembre de 2019, para en su lugar tutelar los derechos fundamentales de petición y seguridad social de los cuales es titular IVÁN CABRERA ARANA, agenciado por su hermano CARMELO CABRERA ARANA, en contra de COLPENSIONES; de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR a COLPENSIONES que en el improrrogable término de diez (10) días, contados a partir de la notificación de la presente decisión, analice la solicitud de reconocimiento pensional impetrada por el agente oficioso de IVÁN CABRERA ARANA y expida el acto administrativo a que haya lugar, sin exigirle para ello la realización de un nuevo dictamen de pérdida de capacidad laboral. 
TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y posteriormente remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-444 de 2016
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